
























esta presentación y ofrezco como prueba y que coincide con los montos 
mencionados más arriba. Que, en fecha 09 de noviembre del año 2020, se 
formaliza la rescisión o terminación de contrato laboral por mutuo 
consentimiento entre ambas partes, así lo demuestro con la Escritura 
Pública N° 55 pasada ante el escribano público Jorge Ferrer Núñez 
Recalde que desde ya ofrezco como prueba. Que el Art. 78 inc. “b” del 
Código del Trabajo establece la terminación entre las partes por mutuo 
consentimiento sin responsabilidad para ninguna de las partes. De manera 
que, la actora se contradice y en forma incongruente, carecido de toda 
relevancia jurídica inicia una demanda extorsiva y chantajista y que a 
todas luces demuestra que, su único objetivo e intención es la de meter 
manos en los bolsillos de mi mandante, habida cuenta, en un apartado de 
su escrito de demanda reconoce haber recibido suma de dinero y en otra 
manifiesta que, por estado de necesidad tuve que recibir y con esos 
argumentos baladíes quiere hacer desaparecer acuerdo llevado ante 
Escribano Público, inclusive la misma manifiesta que se encontraba en 
compañía de una profesional abogada que se supone que es entendida en la 
materia. La Diosa Astrea no es sorda, ni muda por lo tanto el acuerdo de 
mutuo consentimiento y que la actora se rehúse en dar luz al mismo, un 
acuerdo llevado a cabo ante escribano Público y en dicha Escritura las 
partes tanto (obrero – patronal) han decidido poner fin a la relación 
laboral por mutuo acuerdo o consentimiento, por lo que LA HOY ACTORA 
no puede alegar torpeza, ignorancia ni necesidad alguna, tampoco 
contradecir ni contrarrestar lo que recibió por la liquidación efectuada por 
ambas partes de común acuerdo y que la misma actora repito, ha expedido 
factura al contado e Tecnocentro S.A., inclusive en la Escritura Pública se 
ha consignados en forma clara y contundente específicamente en el punto 
19, 20, y 21 establecieron: “Las partes manifiestan hallarse de acuerdo con 
dicha liquidación y que se hallan plenamente asesorados por profesionales 
del ramo y que las mismas refleja la voluntad de las partes… Sic. Es 
sumamente lamentable y vergonzosa la interpretación que la actora quiera 
dar este juicio extorsivo y chantajista, pues mientras que a espaldas de mi 
mandante a todas luces la parte actora estaba iniciando una demanda 
laboral que no teníamos conocimiento y que una vez la misma haya 
percibido su liquidación por terminación de vinculo entre las partes por 
mutuo consentimiento, obnubilada por el metal creado por el hombre en 
forma rápida y apresurada amplia su demanda en fecha 17 de diciembre 
del año 2020 (posterior al acuerdo) a todas luces se puede 









laboral, quien, en efecto, puede ejercer presión de diversas formas sobre su 
trabajador dependiente, sin embargo, no es posible llevar al extremo dicha 
posibilidad hasta el punto de invalidar todo documento suscripto por el 
trabajador, pues la seguridad jurídica no lo permite. Tampoco es posible dar 
validez -prima facie- a todo documento suscripto por el trabajador que 
importe la renuncia de derechos, por el principio de primacía de la realidad 
que señala que lo que verdaderamente importa en las relaciones laborales es 
lo que acontece en la realidad de los hechos y no lo consignado 
formalmente en el documento. Entonces, sobre la base de lo dispuesto en el 
artículo 39 del C.T. “El contrato de trabajo, siendo su objeto lícito, tiene 
por norma general la voluntad de las partes libremente manifestada” y en 
el artículo 61 del C.T. “El contrato de trabajo debe ser cumplido de buena 
fe, y obliga no sólo a lo que esté formalmente expresado en él, sino a todas 
las consecuencias derivadas del mismo o que emanen de la naturaleza 
jurídica de la relación o que por Ley correspondan a ella”, corresponde 
hallar el justo equilibrio entre estas dos realidades. Así se tiene que, al 
haberse reconocido la terminación de la relación laboral por mutuo 
consentimiento, entra a regir la presunción de que lo que está expresado en 
el documento es lo que efectivamente ha querido su autor, siguiendo lo 
dispuesto en el artículo 281 del Código Civil Paraguayo que lo acepta como 
declaración positiva de voluntad, salvo que, y aquí -dejando de lado la 
norma civil- el trabajador amparado por el principio de primacía de la 
realidad, demuestre de alguna manera en juicio que lo expresado en la 
escritura pública no fue otorgado con discernimiento, intención o libertad. – 

Ahora bien, un hecho alegado respecto al estado de desesperación 
económica de la actora al momento de suscribir el acuerdo, tiene que ver 
con la falta de pago de salarios a partir del mes de setiembre de 2020. 
Específicamente la actora reclama el pago del salario proporcional del mes 
de setiembre de 2020 y octubre de 2020, que son anteriores a la fecha de 
suscripción del acuerdo de recisión de contrato laboral que fue el 09 de 
noviembre de 2020, con lo cual se tenían dos meses de salario adeudados.-

Que, esta circunstancia no es un hecho menor teniendo en cuenta que el 
salario constituye la fuente de subsistencia de cualquier trabajador que se 
encuentre prestando servicios en relación de dependencia y lógicamente la 
ausencia de ingresos económicos por tanto tiempo constituye una presión en 



contra para aceptar los términos de un acuerdo que podrían resultarle 
sumamente desventajosos pero que con la promesa de algún ingreso 
económico de manera inmediata que aplaque su acuciante necesidad no le 
queda más opción que acceder al acuerdo. Esta situación de necesidad si 
bien ya es perfectamente comprensible cuando se trata de trabajadores, se 
agrava aún más cuando quien atraviesa por dicha necesidad es una mujer 
trabajadora embarazada o que acababa de dar a luz como en el caso de 
autos. En efecto, el embarazo trae como consecuencia una serie de cambios 
radicales que afectan a la mujer no solo en lo fisiológico y emocional sino 
también en lo económico. Desde este punto de vista, resulta inevitable para 
la mujer proyectar lo que será su vida a futuro con un niño recién nacido, y 
el deseo que tiene de otorgarle lo mejor de una manera casi intrínseca y 
natural. Desde luego, la inserción al mundo laboral ya sea en el estado de 
embarazo o con posterior al parto no resulta en nada fácil para la mujer y 
todo ello son factores que deben ser ponderados a la hora de evaluar un 
acuerdo como el presentado en autos, en virtud a las normas 
Constitucionales que amparan a la mujeres trabajadoras. – 

Que, además existe un incumplimiento principal por parte de la empleadora 
que es la inscripción de la trabajadora al seguro social obligatorio del I.P.S., 
reclamado por la actora como “retención ilegal de aporte de IPS debido por 
la Empresa”, con lo cual ha impedido que la trabajadora pueda acceder al 
subsidio por maternidad por el periodo de 18 semanas (126 corridos) que el 
Instituto de Previsión Social abona a todas las trabajadoras, conforme a la 
Ley N° 5508/15. Se debe recalcar que para la carga de la prueba en todos 
los casos en que se demande el cumplimiento de obligaciones impuestas por 
la ley rige el principio de inversión de la prueba (art. 137 del C.P.T.) y, 
siendo la inscripción de los trabajadores al seguro social del Instituto de 
Previsión Social de carácter obligatorio impuesto por la ley, corresponde a 
la demandada demostrar en juicio la falsedad de las alegaciones expuestas 
por la actora en ese sentido. Es su parte quien debe demostrar en juicio el 
cumplimiento de las obligaciones que le impone la ley, sin embargo, la parte 
demandada no produjo pruebas al respecto, ni siquiera se pronunciado al 
respecto en la contestación de la demanda, incumplimiento también la carga 
impuesta en el artículo 115 del C.P.T. La falta de inscripción y la 
consecuente ausencia de retención del aporte obligatorio se constata además 
con las facturas presentadas a fojas 52/61 de autos, medio utilizado por el 
empleador para el pago del salario. En consecuencia, corresponde concluir 
que la patronal incumple con la obligación prevista en el Decreto– Ley N° 
1860/50 del 1 de diciembre de 1950, POR EL CUAL 





ELIMINACION DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACION 
CONTRA LA MUJER”, estable en su artículo 11 1. Los Estados Partes 
adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación 
contra la mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar a la mujer, en 
condiciones de igualdad con los hombres, los mismos derechos, en 
particular: a) El derecho al trabajo como derecho inalienable de todo ser 
humano; b) El derecho a las mismas oportunidades de empleo, inclusive a 
la aplicación de los mismos criterios de selección en cuestiones de empleo; 
c) El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el derecho al ascenso, 
a la estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones y otras condiciones 
de servicio, y el derecho a la formación profesional y al readiestramiento, 
incluido el aprendizaje, la formación profesional superior y el 
adiestramiento periódico; d) El derecho a igual remuneración, inclusive 
prestaciones, y a igualdad de trato con respecto a un trabajo de igual valor, 
así como a igualdad de trato con respecto a la evaluación de la calidad del 
trabajo; e) El derecho a la seguridad social, en particular en casos de 
jubilación, desempleo, enfermedad, invalidez, vejez u otra incapacidad para 
trabajar, así como el derecho a vacaciones pagadas; f) El derecho a la 
protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de trabajo, 
incluso la salvaguardia de la función de reproducción. 2. A fin de impedir 
la discriminación contra la mujer por razones de matrimonio o 
maternidad y asegurar la efectividad de su derecho a trabajar, los Estados 
Partes tomarán medidas adecuadas para: a) Prohibir, bajo pena de 
sanciones, el despido por motivo de embarazo o licencia de maternidad y 
la discriminación en los despidos sobre la base del estado civil; b) 
Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestaciones 
sociales comparables sin pérdida del empleo previo, la antigüedad o los 
beneficios sociales; c) Alentar el suministro de los servicios sociales de 
apoyo necesarios para permitir que los padres combinen las obligaciones 
para con la familia con las responsabilidades del trabajo y la participación 
en la vida pública, especialmente mediante el fomento de la creación y 
desarrollo de una red de servicios destinados al cuidado de los niños; d) 
Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en los tipos de 
trabajos que se haya probado puedan resultar perjudiciales para ella 3. La 
legislación protectora relacionada con las cuestiones comprendidas en este 
artículo será examinada periódicamente a la luz de los conocimientos 
científicos y tecnológicos y será revisada, derogada o ampliada según 
corresponda.-

Que, asimismo la Ley N° 04/92 QUE APRUEBA LA ADHESION DE LA 
REPUBLICA AL "PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS 
ECONOMICOS, SOCIALES Y CULTURALES", ADOPTADO 
DURANTE EL XXI PERIODO DE SESIONES DE LA ASAMBLEA 



GENERAL DE LA ORGANIZACION DE LAS NACIONES UNIDAS, EN 
LA CUIDAD DE NUEVA YORK, EL 16 DE DICIEMBRE DE 1966”, en 
su artículo 10 establece “Los Estados Partes en el presente Pacto 
reconocen que: 1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural 
y fundamental de la sociedad, la más amplia protección y asistencia 
posible, especialmente para su constitución y mientras sea responsables del 
cuidado y la educación de los hijos a su cargo. El matrimonio debe 
contraerse con el libre consentimiento de los futuros cónyuges. 2. Se debe 
conceder especial protección a las madres durante un período de tiempo 
razonable antes y después del parto. Durante dicho período, a las madres 
que trabajen se les debe conceder licencia con remuneración o con 
prestaciones adecuadas de seguridad social. 3. Se deben adoptar medidas 
especiales de protección y asistencia en favor de todos los niños y 
adolescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación o cualquier 
otra condición. Debe protegerse a los niños y adolescentes contra la 
explotación económica y social. Su empleo en trabajos nocivos para su 
moral y salud, o en los cuales peligre su vida o se corra el riesgo de 
perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la Ley. Los Estados 
deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales quede 
prohibido y sancionado por la Ley el empleo a sueldo de mano de obra 
infantil”.-
Que, la ley N° 5508/15 PROMOCIÓN, PROTECCIÓN DE LA 
MATERNIDAD Y APOYO A LA LACTANCIA MATERNA establece en 
su artículo 11 que “Permiso de maternidad. Toda trabajadora tendrá 
derecho a acceder en forma plena al Permiso de Maternidad, sea cual 
fuere el tipo de prestación o contrato por el cual presta un servicio, por un 
período de 18 (dieciocho) semanas ininterrumpidas, toda vez que presente 
un certificado médico expedido o visado por el Instituto de Previsión 
Social o el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, a través de 
cualquiera de sus oficinas situadas en el territorio de la República, en el 
que indique su gravidez y su posible fecha de parto. En interés superior del 
niño la trabajadora podrá tomar el permiso 2 (dos) semanas antes del 
parto. Cuando el parto se produjese antes de iniciada la semana número 35 
(treinta y cinco) de gestación, o si el niño al nacer pesare menos de 2.000 
(dos mil) gramos o naciera con enfermedades congénitas que ameriten 
incubadora o cuidados especiales, justificados con certificación médica, el 
permiso será de 24 (veinticuatro) semanas. En caso de embarazos múltiples 
el período de permiso de maternidad establecido en el presente artículo, se 
incrementará en razón de 1 (un) mes por cada niño a partir del segundo 
niño. Si ocurren simultáneamente las dos circunstancias mencionadas 
anteriormente, la 



duración del descanso postnatal es la de aquel que posea una mayor 
extensión Si la madre muriera en el parto o durante el período de permiso 
posterior a éste, dicho permiso o el resto del tiempo que faltase transcurrir 
hasta el término del permiso, será destinado al padre o a quien fuera 
designado por la familia de la madre como cuidador del niño o de los 
niños, siempre que este período de tiempo, sea destinado en forma exclusiva 
al cuidado. El ejercicio del derecho de usufructo del permiso de 
maternidad, tendrá por efecto la prohibición de realizar trabajo alguno o 
prestar servicios en forma parcial, aleatoria u ocasional a favor de 

Que, todas estas normas nos muestran la obligación de tiene el Estado en la 
protección de la mujer trabajadora, con especial énfasis en los casos en que 
se encuentre en estado de gravidez o posterior al parto. Esta obligación la ha 
asumido en la Constitución y por medio de las leyes dictadas por el 
Congreso Nacional citadas precedentemente; por ello el Poder Judicial que 
es parte de este Estado, debe velar por su cumplimiento. Así, las cosas se 
tienen que el acuerdo suscripto en fecha 09 de noviembre de 2020 vulnera 
ha vulnerado los derechos de la parte actora, reconocidos en las normas 
citadas precedentemente, pues la misma ha sido suscripta cuando la 
trabajadora se encontraba usufructuando el permiso por maternidad, pero 
sin el goce del subsidio que por ley le corresponde y debía ser otorgada por 
el Instituto de Previsión Social, y tampoco fue paliada dicha situación de 
vulnerabilidad con el pago del salario, por lo tanto, de conformidad a lo 
dispuesto en el artículo 3 del Código Laboral corresponde declarar nulo el 
paco celebrado en fecha 09 de noviembre de 2020. De esta manera no se 
puede concluir que la relación laboral haya concluido por mutuo 
consentimiento sino por despido injustificado. – 

Ahora bien, la misma ley N° 5508/15 PROMOCIÓN, PROTECCIÓN DE 
LA MATERNIDAD Y APOYO A LA LACTANCIA MATERNA, estable en 
el artículo 15 establece que “Desde el momento en que el empleador haya 
sido notificado del embarazo de la trabajadora y mientras esta usufructúe 
el Permiso de Maternidad, así como los demás permisos establecidos en la 
presente Ley, incluyendo los permisos de lactancia, será nulo el pre aviso y 
el despido comunicado al trabajador”, por lo tanto, ante el despido alegado 
por la trabajadora correspondería su reintegro al trabajo, sin embargo, la 
misma no reclama dicha pretensión sino el pago de la indemnización 
prevista en el artículo 91 y el preaviso omitido prevista en el artículo 90 del 
C.T., por lo cual, de conformidad a los artículo 6 y 7 del C.T., corresponde 
condenar a la demandada al pago de dichos rubros.-



Que, en cuanto al reclamo de aguinaldo proporcional año 2020, salario 
proporcional del mes de setiembre de 2020, octubre de 2020 y proporcional 
del mes de noviembre de 2020, corresponde condenar a la demandada al 
pago de los mismos de manera íntegra, en dicho sentido por el mes de 
setiembre/2020 se abonó G. 3.520.000, en el mes de octubre/2020 la suma 
de Gs. 5.280.000, y proporcional por 9 días de noviembre la suma de Gs. 
3.600.000, en total salarios adeudados y diferencias salariales asciende a Gs. 
18.800.000.-

Que, en cuanto al rubro de vacaciones adeudadas, la actora reconoce en su 
demanda que le abonaron las vacaciones en reemplazo del subsidio 
correspondiente, que si bien la misma no corresponde en dicho concepto, 
surge sin duda que el citado rubro ya fue abonado. – 

En cuanto al rubro detallado como “Salario meses de maternidad 
Nov/Dic/Ene 2021” y luego ampliado hasta septiembre 2021”, la misma no 
corresponde por cuanto que la relación laboral ha concluido en fecha 09 de 
noviembre de 2020 y no corresponde el pago de salarios por trabajos no 
prestados. – 

Respecto al reclamo del rubro individualizado como “Retención ilegal del 
aporte de IPS debido por la empresa”, debe decirse que los aportes 
pertenecen al Instituto de Previsión Social razón por la cual ya ha sido 
dispuesto en párrafos precedentes que la demandada abone los aportes al 
citado ente previsional.-

En relación al reclamo de indemnización por daño moral, debe decirse que 
el daño moral no se probado fehacientemente en autos; la prueba del mismo 
está sujeta a un estricto régimen probatorio cuya carga pesa sobre quien lo 
invoca y ante la falta de cumplimiento de dicho deber por la accionante, este 
Juzgado es de parecer que no corresponde otorgar el reclamo por daño 
moral efectuado por la parte actora.-
Ahora bien, de todo lo expuesto surge que la demandada debia abonar a la 
trabajadora en concepto de indemnización por despido injustificado la suma 
de Gs. 18.000.000, por preaviso omitido la suma de Gs. 18.000.000, por 
salarios adeudados 18.800.000, aguinaldo proporcional año 2020 Gs. 
10.300.000, total Gs. 65.100.000, sin embargo, en autos ha quedado 








